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COMUNICACIÓN DE ACUERDO 
SCI-887-2008

18 de diciembre del 2008
	A:
	MSc. Eugenio Trejos, Rector 

	
	Dr. Luis Gerardo Meza C. Profesor Escuela de Matemática

	
	Lic. Isidro Álvarez S., Auditor Interno

	
	Lic. Elías Calderón O., Presidente Interino del Directorio de la AIR

	
	Comunidad Institucional 

	
	

	DE:
	Licda. Bertalía Sánchez, Directora Ejecutiva 

Secretaría del Consejo Institucional 



	ASUNTO:
	Sesión Ordinaria No. 2591,  Artículo 7, del 18 de diciembre del 2008. Firmeza del acuerdo tomado en la Sesión Ordinaria No. 2590, Art. 15 de 11 de diciembre del 2008 “Respuesta a las observaciones hechas por el Dr. Gerardo Meza C., al acuerdo tomado en Sesión Ordinaria No. 2585, Art. 10, del 06 de noviembre del 2008 titulado: “Respuesta a la denuncia formal por Violación al Principio de Igualdad de Trato en el ITCR interpuesta por la Profa. Ing. Ivonne Vásquez Esquivel en contra del Rector M.Sc. Eugenio Trejos Benavides


Para los fines correspondientes se transcribe el acuerdo citado en la referencia, el cual dice:

CONSIDERANDO QUE:

1. El Consejo Institucional en la Sesión Ordinaria No. 2585, Artículo 10, del 06 de noviembre del 2008, tomó el acuerdo titulado “Respuesta a la denuncia formal por Violación al Principio de Igualdad de trato en el ITCR (previsto en el Estatuto Orgánico, Artículo 18 inciso k), interpuesta por la Profa. Ing. Ivonne Vásquez Esquivel en contra del Rector MSc. Eugenio Trejos Benavides”.

2. La Ing. Ivonne Vásquez Esquivel interpuso mediante memorando IVE-131-2008, del 18 de noviembre de 2008, dirigido a la Comisión de Planificación y Administración, un “Recurso de adición y aclaración” al acuerdo relacionado con la “Respuesta a la denuncia formal por Violación al Principio de Igualdad de trato en el ITCR” tomado en la Sesión Ordinaria No. 2586, Artículo 12, del 13 de noviembre del 2008.

3. El Dr. Luis Gerardo Meza Cascante, Profesor de la Escuela de Matemática, mediante memorando EM-453-2008 del 20 de noviembre de 2008, dirigido al Dr. Dagoberto Arias Aguilar, Presidente a.i. del Consejo Institucional planteó, en relación con el acuerdo mencionado, una serie de “observaciones” respecto a las cuales el Consejo Institucional define su posición en el presente acuerdo.
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4. El Consejo Institucional en Sesión Ordinaria No. 2588, Artículo 9, del 28 de noviembre del 2008, tomó el acuerdo titulado “Respuesta al recurso de adición y aclaración al acuerdo relacionado con la “Respuesta a la denuncia formal por Violación al Principio de Igualdad de trato en el ITCR”, interpuesto por la Ing. Ivonne Vásquez Esquivel, tomado en la Sesión No. 2586, Artículo 12, del 13 de noviembre del 2008.

5. La Licda. Maureen Reid Vargas, Asesora Legal del Consejo Institucional, mediante memorando SCI-865-2008 del 10 de diciembre de 2008 dirigido a la Máster Sonia Barboza Flores, Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración emitió el criterio legal titulado “Pronunciamiento Sobre respuesta a las observaciones hechas por el Dr. Meza Cascante en relación con el acuerdo tomado en Sesión Ordinaria No. 2585, Art. 10, del 06 de noviembre del 2008…”
SE ACUERDA:
a. Definir la posición del Consejo Institucional respecto a las observaciones hechas por el Dr. Gerardo Meza Cascante al acuerdo tomado en Sesión Ordinaria No. 2585, Art. 10, del 06 de noviembre del 2008, de la siguiente manera: 
I. Respecto a la aparente inaplicación del debido proceso al señor Rector
1. El argumento del concurrente
En su documento, el Dr. Gerardo Meza manifiesta que el Consejo Institucional no le dio el debido proceso al Rector Eugenio Trejos Benavides, en la denuncia interpuesta por la denunciante Ivonne Vásquez Esquivel al haber realizado manifestaciones sin darle oportunidad de defensa efectiva.

2. Consideraciones del Consejo Institucional respecto al argumento del concurrente
a. En primer lugar cabe indicarle al Sr. Gerardo Meza que el superior jerarca del Rector en materia disciplinaria, no es el  Consejo Institucional sino la Asamblea Institucional.

Esta afirmación se deriva de lo siguiente:

i. El artículo 5 del Estatuto Orgánico del ITCR establece que “…La máxima autoridad del Instituto Tecnológico de Costa Rica es la Asamblea Institucional…”
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ii. En el criterio vinculante de la Contraloría General de la República DAGJ-0925-2008 del 10 de julio de 2008 se señala “…La Asamblea Institucional como máxima autoridad del Instituto en materia de gobierno para la universidad, es la facultada para nombrar y remover al Rector…”. 

iii. En el sistema legal costarricense que rige la materia disciplinaria, el descargo de cualquier imputación realizada mediante denuncia se hará ante la autoridad que ostenta la potestad disciplinaria del denunciado, la cual en este caso es la Asamblea Institucional.

Con fundamento en las consideraciones anteriores puede afirmarse que, si el Consejo Institucional se atribuyera la facultad de aplicarle el debido proceso al Rector, mediante ese acto se apropiaría de una facultad que le corresponde de manera exclusiva a la Asamblea Institucional, por su condición de superior jerarca disciplinario del Rector, lo cual constituiría una invasión de las competencias de la Asamblea Institucional, en sus dos instancias Representativa y Plebiscitaria, por parte del Consejo Institucional.

Esto es, si el Consejo Institucional procediera a darle audiencia al Rector, en tal circunstancia incurriría en un quebranto e inobservancia del artículo 11 de la Constitución Política el cual dispone que “…Los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad y no pueden arrogarse facultades que la ley no les concede. Deben prestar juramento de observar y cumplir esta Constitución y las leyes. La acción para exigirles la responsabilidad penal de sus actos es pública…”.
b. En segundo lugar, respecto a la manifestación del Sr. Gerardo Meza en el sentido de que “la actuación del Rector no fue equivalente ni paritaria y que … este hecho se constituye en una violación del Artículo 33 de la Constitución Política y del Artículo 18 inciso k” se le indica lo siguiente:

i. El Consejo Institucional tomó el acuerdo mencionado (Sesión Ordinaria No. 2585, Art. 10, del 06 de noviembre del 2008) en ejercicio pleno de la competencia  que le confiere el Artículo 18 inciso k del Estatuto Orgánico, competencia que no solo es irrenunciable sino que está en la obligación de ejercer

ii. Aparentemente, el Sr. Gerardo Meza, no ha prestado atención a un elemento esencial: que el Consejo Institucional acordó “acoger la denuncia” verbo que en el campo legal se define como “admitir, aceptar, aprobar”.  Debe enfatizarse que el Consejo Institucional no declaró “con lugar” dicha denuncia, ya que tomar ese acuerdo es una potestad que le corresponde realizar a la Asamblea Institucional por ser la autoridad competente para ejercer la potestad disciplinaria sobre el Rector. 
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Debe señalarse que en este caso, conforme a la normativa interna, al Directorio de la AIR, en su calidad de órgano “encargado de organizar 
todos los aspectos relacionados con el funcionamiento de la Asamblea Institucional Representativa” le compete analizar y valorar, con el apoyo de la asesoría legal con que cuente para atender este caso, los alcances de la denuncia planteada y decidir si existen elementos suficientes para someter, a consideración de la AIR, una propuesta de solución respecto a la denuncia planteada, lo cual podría eventualmente conllevar someter una propuesta de resolución de este asunto a la Asamblea Institucional Plebiscitaria (Estatuto Orgánico, Artículo 11, inciso g).    
En este sentido, es importante destacar que corresponde la Asamblea Institucional, por ser el órgano que tiene la potestad disciplinaria sobre el Rector, observar el Principio de Igualdad a la hora de conocer los casos de los subalternos sometidos a su conocimiento y resolución.

Sin embargo, es al Consejo Institucional, en ejercicio de su competencia “en materia de trato justo”, al que le compete considerar si un caso sometido a su consideración reúne los requisitos necesarios para ser trasladado a la Asamblea Institucional, para que ésta lo resuelva basada en su condición de órgano competente en materia disciplinaria sobre el Rector.

Cabe además señalar que el Directorio de la Asamblea Institucional Representativa, al realizar la valoración inicial del caso para decidir si procede el traslado del caso a la Asamblea Institucional, de manera obligada debe aplicar el “Debido Proceso Legal” y dentro de éste dar audiencia al denunciado para que haga el descargo de las imputaciones que le fueran intimadas.

3. Síntesis de la posición del Consejo Institucional respecto al argumento del concurrente
Es improcedente señalar que el Consejo Institucional no le dio el debido proceso al Rector pues, en la situación bajo análisis, no converge la violación al derecho de defensa, debido a que al Consejo Institucional no le corresponde atribuirse la facultad de darle el debido proceso al Rector, ya que eso constituiría una clara invasión de una competencia que le corresponde de manera exclusiva a la Asamblea Institucional, cual es, ejercer la acción disciplinaria sobre el Rector, hecho del que se concluye que el razonamiento seguido por el Dr. Meza Cascante no es correcto en lo atinente a este extremo. 
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II. Respecto a la presunta omisión del Consejo Institucional de verificar las afirmaciones de la denunciante lo que podría impedir el conocimiento de la verdad real de los hechos denunciados
1. El argumento del concurrente
Afirma el Sr. Gerardo Meza que “no se evidencia del expediente proveído por el Consejo Institucional en la atención de la denuncia, ni en los dictámenes de la asesoría legal del Consejo Institucional, que se haya corroborado la veracidad del dicho de la denunciante. Así al parecer se han tenido por ciertas afirmaciones de la denunciante a pesar de la falta de pruebas que las fundamenten”.

2. Consideraciones del Consejo Institucional respecto al argumento del concurrente
a. En primer lugar es importante indicarle al Sr. Gerardo Meza que no es cierto que no se hayan verificado las afirmaciones de la denunciante, ya que ésta aportó a la Asesora del Consejo Institucional un juego personal de copias certificadas, las cuales constituyen el respaldo que posee de todas gestiones realizadas a través de todo este proceso.

Con base en esto puede afirmarse que el Consejo Institucional no falta a la verdad cuando menciona que la Ing. Ivonne Vázquez “Salió gananciosa frente a su contendor”, ya que la citada sentencia existe y no es función del Consejo Institucional investigar el curso judicial de las causas, ya que éste opera en sede administrativa y no judicial, de modo que si dicho fallo se encuentra en Casación, esto no demerita a la denunciante absolutamente en nada, el resultado favorable obtenido ante el Tribunal de Juicio de Cartago, instancia que dictó la sentencia el cual ahora parece cuestionar el Sr. Gerardo Meza.

También es importante señalar que no compete al Consejo Institucional referir un proceso que está en Casación que aún no cuenta con sentencia firme y definitiva y pretender especular con un resultado, que al día de hoy es futuro e incierto, calificativos de los que no goza el fallo emitido por el Tribunal de Juicio de Cartago, el cual es el único que por el momento arroja la certeza y la validez jurídica necesaria para citarlo, por lo que la observación en tal sentido resulta innecesaria. 
b. En segundo lugar con respecto a la afirmación del Sr. Gerardo Meza en el sentido de que el Consejo Institucional no aporta evidencias de haber constatado la veracidad de las afirmaciones realizadas por la denunciante 
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en torno a un diálogo sostenido entre el Rector y la denunciante, cabe señalar que no compete ni al Consejo Institucional ni a su asesora analizar este detalle, aspecto que compete de manera exclusiva a la Asamblea Institucional, en su condición de autoridad que ejerce la acción disciplinaria sobre el Rector, ya que lo que hizo la Comisión de Planificación y 
c. Administración fue hacer una cita literal de lo que manifiesta la denunciante.
3. Síntesis de la posición del Consejo Institucional respecto al argumento del concurrente
Es improcedente la afirmación realizada por el Sr. Gerardo Meza en el sentido de que el Consejo Institucional ha faltado a su obligación de constatar la veracidad de las afirmaciones hechas por la denunciante por las siguientes razones:
a. No es función del Consejo Institucional investigar el curso judicial de las causas, ya que éste opera en sede administrativa y no judicial.

b. No compete ni al Consejo Institucional abrir un proceso orientado a determinar la veracidad de las afirmaciones realizadas por la denunciante, acción que compete de manera exclusiva a la autoridad que ejerce la acción disciplinaria sobre el Rector, Asamblea Institucional. 

III. Respecto a la presunta relevancia de que las resoluciones finales en los casos comparados fueran dictadas por personas distintas

1. El argumento del concurrente
El Sr. Gerardo Meza en su documento realiza un análisis orientado a demostrar que los casos de los funcionarios Vásquez y Segnini no son iguales recurriendo al argumento de que fueron firmados por personas diferentes.

Textualmente, el Sr. Gerardo Meza manifiesta:
“…Sin considerar que la resolución final en el caso de la profesora Vásquez Esquivel fue dictada por el Dr. Dagoberto Arias Aguilar en condición de Rector a.i, mientras que la del caso del Lic. Segnini fue dictada por el señor Rector M.Sc. Eugenio Trejos Benavides” y a continuación agrega “…La responsabilidad por la Resolución dictada en el caso de la profesora Vásquez corresponde al Rector a.i. que la dictó y firmó…”.

2. Consideraciones del Consejo Institucional respecto al argumento del concurrente
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a. En lo que respecta al cumplimiento del Artículo 18, inciso k del Estatuto Orgánico, al Consejo Institucional le corresponde determinar si, ante causas disciplinarias similares, la autoridad institucional que detenta la potestad disciplinaria las resuelve de igual manera.

En este sentido cabe señalar que, en el caso del Sr. Carlos Segnini Villalobos, se presume que se dieron “Injurias y Calumnias” mientras que en el caso de la Sra. Ivonne Vásquez Esquivel, un Tribunal de la República, experto en la materia, determinó que en el desenvolvimiento de su caso al interior de la Institución, no se daba la convergencia del citado delito.

b. Para los efectos del trato justo es irrelevante esclarecer cuál persona firmó cada resolución. 
i. En primer lugar, porque no consta en el expediente de este caso, la existencia de un documento formal que acredite la designación de un delegado o sustituto investido con facultades suficientes para decretar la medida disciplinaria.

ii. En segundo lugar, tanto la ley como la doctrina establecen que, en caso de que puedan distinguirse claramente las personas que actúan en los roles de delegante/delegado y sustituido/sustituto, ambas personas deben responder de manera conjunta por las actuaciones desempeñadas en el ejercicio del cargo.  Esto es, a ambas personas les alcanza la responsabilidad por tales actuaciones.

c. Para fundamentar los alcances de las responsabilidades de las personas que ejercen los roles de delegante/delegado y sustituido/sustituto puede acudirse a la tesis planteada por la Procuraduría General de la Republica en el criterio C-155-97 del 10 de agosto de 1997 referido a (1) los alcances de la delegación y (2) el nivel de responsabilidad inherente a la delegación.

Resumidamente, de este criterio pueden derivarse las siguientes conclusiones:

i. La delegación es el acto por el cual el superior transfiere a un órgano jerárquicamente subordinado el ejercicio de funciones que tiene atribuidas de forma alternativa, conservando la titularidad de éstas. Se transfiere así el ejercicio pero no la titularidad de las competencias.
ii. El delegante tendrá siempre dos responsabilidades principales:
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· Responsabilidad in eligiendo: 
Este tipo de responsabilidad obliga a la autoridad delegante a actuar con suma prudencia y de acuerdo con criterios de razonabilidad y técnicos al elegir un delegado. Sólo habrá lugar a culpa en la elección cuando ésta haya sido discrecional.  La responsabilidad de este tipo se genera cuando la autoridad delegante delegue sus competencias en funcionarios técnica o moralmente incompetentes la resolución de tales competencias.  

· Responsabilidad in vigilando:: 
Esta responsabilidad consiste en el deber de vigilar la gestión del órgano sustituto, de forma que si el delegado incurre en incumplimiento de sus deberes o compromete la gestión de la Institución, el delegante asume una responsabilidad si ha habido falta en la vigilancia. 

En lo que a esta responsabilidad concierne, el  término  "inmediato"  significa  que debe informar incluso de previo a comunicar lo resuelto al delegante de modo que éste tenga la posibilidad de examinar lo actuado por el delegado y, si fuere necesario, de modificarlo, revocarlo o anularlo, a fin de adecuarlo a la legalidad.

El delegado tiene el deber de remitir al delegante la información necesaria para analizar lo actuado, señalando los elementos más importantes relacionados con una toma de decisión.

iii. Cuando el delegante (el Rector titular, en nuestro caso) designe un delegado (Rector interino) le delega a éste las competencias que le otorguen las leyes y toda normativa interna de la Institución: en nuestro caso el Estatuto Orgánico, los reglamentos, etc.

iv. La primera responsabilidad del delegante es el deber de controlar, cuidar o mantener la debida diligencia en asuntos que son de su incumbencia como autoridad delegante. 

v. El delegante debe establecer los medios y procedimientos de control adecuados para tutelar los actos del delegado.  Entre estos medios está contar con la información de los asuntos resueltos de forma tal que pueda, de manera oportuna, tomar las medidas correctivas que sean pertinentes o fiscalizar de alguna manera la actuación del delegado.
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vi. En una relación organizacional, los órganos jerárquicamente superiores ejercen determinadas potestades sobre el inferior: (1) potestad de instrucción o mando, (2) poder de dirección y orientación, (3) potestad de vigilancia y fiscalización. 

vii. El poder-deber de vigilancia permite al superior conocer la actividad desarrollada por el inferior y, en su caso, derogarla o modificarla. Atribución que se ejerce por actos materiales: solicitud de que se rindan cuentas, informaciones, realizaciones de investigaciones para conocer la regularidad de determinadas actuaciones de los órganos inferiores… 

viii. La facultad de vigilancia y control implica normalmente el poder de revocación, particularmente en cuanto la observancia de la ley es deber propio de la jerarquía. 

ix. No se trata sólo de inspeccionar o investigar la conducta del inferior, sino de la facultad de hacer efectiva su responsabilidad, de resolver recursos contra sus actos y de modificarlos y, en fin, un poder de sustitución. Por consiguiente, una posibilidad de examen del mérito y de la legalidad del acto del inferior. 

d. Para fundamentar de manera más amplia los alcances de las responsabilidades inherentes al delegante/delegado y sustituido/sustituto es importante hacer referencia a la tesis planteada por la Procuraduría General de la República, respecto a este mismo asunto en el criterio  C-166-2004 del 31 de mayo de 2004, en el cual resumidamente, ha dicho lo siguiente: 

 “…la competencia no se ve modificada con la presencia del suplente; ya que aquella es propia del órgano y va más allá de la persona que la ejecuta. El suplente no ejercita la competencia del titular como persona, sino que los dos, en su momento cada uno, están ejercitando la competencia del órgano que integran: ‘La competencia es esencialmente impersonal. Es la misma para todos los agentes investidos del mismo empleo. Es independiente del individuo que ocupa este empleo; existe antes de todo nombramiento y subsiste en el caso en que el empleo está desocupado.’ (Benoit, Francis Paul. "El Derecho Administrativo Francés". Madrid, Editorial Instituto de Estudios Administrativos, 1977, p. 575)... dicho en términos puramente metafóricos, podría decirse que (...) en la suplencia (...) son los titulares de los órganos los que se mueven, permaneciendo estáticas las competencias.’ (Santamaría Pastor, Juan Alfonso, op. cit., p. 622). En ese orden de ideas, para poder hacer uso de la competencia plena del  órgano, necesariamente  el  suplente  ha  de  reunir  en sí los mismos 
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derechos y obligaciones que tiene el titular suplido, toda vez que su función primordial mientras sea suplente será la de retomar los asuntos por aquel iniciados y continuarlos…”,  

e. Por su parte, la Procuraduría General de la República en el criterio 207 del  25 de junio de 2007 ha señalado lo siguiente:

“….En la delegación no se transfiere la titularidad de la competencia, por lo que el delegado ejerce la competencia que pertenece jurídicamente a otro órgano. El órgano delegado no ejerce una competencia propia, sino la del órgano delegante. En ese sentido, la delegación no impone ningún cambio en el orden objetivo de competencias, sino sólo en su ejercicio. Esto explica que la 
delegación pueda ser revocada en cualquier momento por el órgano delegante (artículo 90, a) de la Ley General de la Administración Pública)…”.  

3. Síntesis de la posición del Consejo Institucional respecto a la observación del concurrente
a. A pesar de que en el respectivo expediente no se localiza la resolución de traslado de la competencia por parte del Rector titular, el Sr. Trejos Benavides, al Dr. Dagoberto Arias Aguilar, se reitera que para la fecha en que dictó la resolución impugnada (8 de febrero del 2008), dicho funcionario fungía como Rector interino, razón por la cual a éste le son aplicables las normas y disposiciones creadas para la figura del Rector titular.

b. Para los efectos del acuerdo tomado por el Consejo Institucional es irrelevante la preocupación del Sr. Gerardo Meza respecto a cuál funcionario suscribió cada una de las resoluciones impugnadas, toda vez que el Rector titular en el desempeño de sus funciones como jerarca, cuenta con plenas facultades no sólo para examinar la conducta del Rector interino sino, especialmente, para modificarlos o revocarlos  en caso de encontrarlos contrarios a derecho y resolver recursos contra  sus  actos.
IV. Respecto al presunto impedimento para pronunciarse sobre el “trato justo” debido a que en el ITCR no existen ni procedimientos ni normativa que regulen cómo una autoridad debe valorar la gravedad de las faltas
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1. El argumento del concurrente
En su documento el Sr. Gerardo Meza señala:
 “…Resalto que en el ITCR no existen ni procedimientos ni normativa que regulen cómo una autoridad debe valorar la gravedad de las faltas, ni criterios establecidos para determinar las sanciones correspondientes. Consecuentemente, no es posible definir con precisión si una autoridad al identificar la gravedad de una falta con determinada rigurosidad y definir la sanción correspondiente, actuó correctamente o no…”.
2. Consideraciones del Consejo Institucional respecto al argumento del concurrente
La argumentación del Sr. Gerardo Meza es insostenible, ya que parece que pretende mantener que, a raíz de que ciertos aspectos no están debidamente  normados al interior de la Institución, las autoridades institucionales no pueden actuar con la exigida legalidad del caso.

Esta argumentación es inaceptable para el Consejo Institucional ya que, aunque  la normativa interna sea insuficiente para resolver algún asunto de naturaleza legal, la ley dispone la obligatoriedad de acudir a la normativa supletoria aplicable, dentro de la cual puede enumerarse lo siguiente:

a. La Ley Orgánica del Instituto Tecnológico de Costa Rica, que da la pauta  legal de la normativa a aplicar en materia disciplinaria.
b. La Ley General de la Administración Pública en materia procedimental es rica en estos temas.

c. La doctrina brinda excelentes aportes, además de servir de guía calificada en tal sentido.

d. Los pronunciamientos, criterios o dictámenes por ejemplo de la Procuraduría General de la República y de la Contraloría General de la República, así como los de orden jurisdiccional, los cuales permiten adecuar muchas de nuestras conductas como funcionarios públicos a la legalidad.

e. Código de Trabajo,  ya que la Ley Orgánica del ITCR  así lo prescribe en su artículo  14.  “…El personal de la Institución se regirá por el Código de Trabajo y por los reglamentos que emita el Organismo Director Superior…”
3. Síntesis de la posición del Consejo Institucional respecto a la observación del concurrente
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El Consejo Institucional rechaza esta afirmación planteada por el Sr. Gerardo Meza, ya que aceptarla equivaldría a declarar que ante la ausencia de disposiciones a nivel interno las autoridades institucionales estarían facultadas para violentar la legalidad de los procedimientos y de los fallos, lo cual sería un error injustificable imposible de materializar, toda vez que la “imprecisión” y la falta de “rigurosidad” a las que él alude pueden subsanarse por medio de toda la normativa supletoria aplicable, la cual permite a todo tipo de autoridades institucionales asegurar que se actúe correctamente. 
V. Respecto a que el acuerdo del Consejo Institucional presuntamente contiene un “serio error” 
1. El argumento del concurrente
Sostiene el Sr. Gerardo Meza entre sus observaciones que el acuerdo tomado por el Consejo Institucional contiene “un error sumamente serio”, por cuanto la disposición del Artículo 18 inciso k del Estatuto Orgánico impone una obligación al Consejo Institucional en su condición de órgano pluripersonal, por lo que podría ser ilegítimo declarar que un órgano unipersonal como lo es el Rector, haya violado una obligación impuesta al Consejo Institucional (ningún/a funcionario/a o estudiante puede ser señalado de haber incumplido una función que le es propia al Consejo Institucional como órgano pluripersonal).

2. Consideraciones del Consejo Institucional respecto al argumento del concurrente
Para fundamentar la posición del Consejo Institucional respecto a este asunto, es importante citar a Agustín Gordillo y Roberto Dromi quienes sobre este tema plantean lo siguiente:
“…La Competencia es la esfera de atribuciones de los entes y órganos, determinada por el derecho objetivo o el ordenamiento jurídico positivo. Es decir, el conjunto de facultades y obligaciones que un órgano puede y debe ejercer legítimamente. La competencia de los órganos administrativos es el conjunto de atribuciones que, en forma expresa o razonablemente implícita, confieren la Constitución Nacional, … las leyes y los reglamentos… La competencia condiciona la validez del acto… La competencia del acto administrativo reúne los siguientes principios:
a)
Expresa: porque debe emanar de las … leyes y reglamentos.
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b)
Improrrogable o indelegable: porque háyase establecida en interés público y surge de una norma estatal, no de la voluntad de los administrados, ni del órgano-institución, ni del órgano-individuo. El órgano-institución no puede disponer de ella, sino que debe limitarse a su ejercicio, en los términos que la norma respectiva establezca…”
c)
Irrenunciable: es decir indeclinable…”. (Dromi, Roberto. Derecho Administrativo) (Gordillo, Agustín. Derecho Administrativo.)
3. Síntesis de la posición del Consejo Institucional respecto a la observación del concurrente
El Consejo Institucional considera que no le asiste razón al Sr. Gerardo Meza en el sentido de que exista “un error serio” en el acuerdo cuando este órgano colegiado le señala al Rector su obligación de proceder conforme a los “principios del trato justo”, ya que ésta es una obligación establecida para todos los órganos de la administración por nuestro Estatuto Orgánico, normativa que tiene carácter de ley básica.
VI. Respecto a la presunta invasión de potestades específicas de la Sala Constitucional por parte del Consejo Institucional 

1. El argumento del concurrente
Afirma el Sr. Gerardo Meza que el Consejo Institucional al declarar en su acuerdo que “este hecho se constituye en una violación del Artículo 33 de la Constitución Política…” hace presumir que este órgano colegiado ha invadido potestades específicas de la Sala IV y revela una presunta inobservancia de lo dispuesto en el artículo 11 de la Constitución Política que indica que “Los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad.  Están obligados a cumplir los deberes que la ley les impone y no pueden arrogarse facultades no concedidas en ella”.
2. Consideraciones del Consejo Institucional respecto al argumento del concurrente
Las consideraciones competenciales del Consejo Institucional están desarrolladas en el subinciso a.V de este acuerdo en el que se expone la posición del Consejo Institucional respecto al “serio error” presuntamente cometido por éste órgano.

3. Síntesis de la posición del Consejo Institucional respecto a la observación del concurrente
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El Consejo Institucional manifiesta estar en desacuerdo con la argumentación del Sr. Gerardo Meza en este sentido ya que la declaratoria de la violación del Artículo 18 inciso K estatutario está dentro de la competencia legítima de este órgano.
VII. Respecto a la presunta ausencia de consideración de diferencias apreciables entre ambos casos por parte del Consejo Institucional
1. 1 El primer argumento del concurrente
Respecto a este tema en su primera objeción al acuerdo del Consejo Institucional, el Sr. Gerardo Meza afirma lo siguiente: 

“…la denuncia presentada contra el Lic. Segnini no se configura dentro del inciso citado (artículo 82, inciso a, de la Segunda Convención Colectiva de Trabajo y sus Reformas, el cual dispone que “Las únicas causales justas para dar por terminado el contrato de trabajo por parte del Instituto son: a. Que el trabajador se conduzca durante sus labores en forma abiertamente inmoral, o acuda a la injuria, a la calumnia o las vías de hecho contra los representantes institucionales”) pues su supuesto dicho injurioso y calumnioso, no fue lanzado contra un representante institucional.  En ese entendido, su actuación solo podría acarrear el despido si “como consecuencia de ellos se altere gravemente la disciplina y se interrumpan las labores” requisitos ineludibles que impone el inciso b del artículo 82 de la Convención Colectiva.  

Es claro que tales circunstancias no mediaron en el caso del Lic. Segnini y así mismo lo reconoció la funcionaria (Deyanira) Meza Cascante cuando en la denuncia de la falta y solicitud de  investigación preliminar del caso, invocó el artículo 71 inciso d del Código de Trabajo ...Con base en lo dicho anteriormente, cabe afirmar que los casos de la profesora Ivonne Vásquez y del Lic. Segnini,… tienen una trascendencia temporal mucho mayor que las que se emiten mediante correo electrónico en un círculo limitado de personas. El acuerdo de referencia denota la ausencia de una valoración clara del elemento de discriminación, obviando analizar si las distintas sanciones máximas aplicables a cada caso, son o no justificantes de actuaciones distintas…”,

2.1 Las consideraciones del Consejo Institucional respecto al primer argumento del concurrente
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En relación con la primera objeción del Sr. Gerardo Meza, el Consejo Institucional manifiesta que este argumento es completamente incorrecto por cuanto, al analizar el caso concreto del Lic. Segnini Villalobos dentro del marco normativo de la Segunda Convención Colectiva, parte de una premisa totalmente falsa.

Para fundamentar esta manifestación del Consejo Institucional es importante acudir al criterio C-029-2004 de la Procuraduría General de la República del 26 de enero del 2004, el cual recoge la posición de la Sala Constitucional y que, respecto a estos tópicos, señala lo siguiente:

“…A pesar de la amplitud que establece la convención respecto a su ámbito de cobertura (del cual no excluye expresamente a servidor alguno), es generalmente aceptado por la doctrina y la jurisprudencia que no todas las personas que prestan sus servicios a una institución pública donde se ha suscrito una convención colectiva, pueden quedar protegidos por sus disposiciones… Por otra parte, obsérvese que la Sala Constitucional consideró incompatible la posición y funciones de algunos cargos con la posibilidad de que los servidores que se desempeñan en ellos sean beneficiarios de la convención colectiva.  Por eso es posible afirmar que las personas que ocupen esos cargos, aunque la convención no los excluya expresamente de su ámbito de aplicación, no pueden considerarse protegidos por el instrumento.  En ese mismo sentido nos habíamos pronunciado ya en nuestra opinión jurídica 039-2003 del 7 de marzo pasado, donde indicamos lo siguiente: … resulta indistinto que el tipo de servidores afectos a la incompatibilidad sean mencionados expresamente o no en la convención colectiva, pues en uno u otro caso, por razones inherentes a la naturaleza misma de sus funciones, no les sería aplicable lo dispuesto en el instrumento.   En otras palabras, no es de recibo aquí la tesis de que quienes no están expresamente excluidos, están implícitamente incluidos.   Ello -insistimos- porque lo que interesa es el tipo de funciones que realiza cada funcionario…es posible que se hagan restricciones o exclusiones de entre los posibles beneficiarios de una convención colectiva de trabajo en razón de la especial ubicación jerárquica institucional de los empleados, tal es el caso de los trabajadores o empleados de confianza…” (Sala Constitucional, sentencia n.° 2308-95 de las 16:03 horas del 9 de marzo 1995.  En el mismo sentido ver las sentencias 4325-96 y 12953-2001).
En consecuencia, con fundamento en el anterior criterio de la Procuraduría General de la República, el Consejo Institucional concluye que es incorrecta la premisa utilizada por el Sr. Gerardo Meza, en la línea de análisis utilizada con respecto a la aplicación del artículo 82 inciso b de la Convención Colectiva al Lic. Segnini Villalobos, ya que la observación realizada por él en 
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ese sentido, es totalmente improcedente a la luz de la anterior disposición de la Sala Constitucional.  Asimismo es incorrecta la posición de la denunciante Deyanira Meza Cascante a la que él  hace alusión.

Lo que sí es cierto en torno a la denuncia por “Violación al principio de trato justo” planteada al Consejo Institucional es que, por orden de la Sala Constitucional, a la Ing. Vásquez Esquivel, no se le aplica la misma normativa que al Lic. Segnini Villalobos.

Cabe agregar que este aspecto lo tendrá que dirimir la Procuraduría General de la República, conforme a sus propios criterios aquí citados, para resolver la presente controversia, en caso de que el Directorio de la Asamblea Institucional Representativa, con fundamento en el criterio que le aporte el Asesor legal que contrate ese órgano, determine la procedencia de la aplicación del artículo 173 de la Ley General de la Administración Pública.

Es importante enfatizar que, conforme a este criterio de la Procuraduría General de la República, el cuestionamiento del acuerdo del Consejo Institucional planteado por Sr. Gerardo Meza, el cual está basado en la premisa de que la normativa dispuesta por la Segunda Convención Colectiva es aplicable a un servidor público “de confianza” como lo es el Lic. Segnini Villalobos, resulta improcedente por ser contrario a lo preceptuado por la Sala Constitucional.

Sin embargo, en el “Recurso de aclaración y adición” interpuesto por la Ing. Vásquez  Esquivel, la asesora del Consejo Institucional señala, con referencia al criterio rendido por el Director de la Asesoría Legal institucional:  
 “…Criterio asesor que ha privado en las instancias de interés a lo interno de la Institución, mismo que está consignado en el oficio AL-326-07 del 28 de agosto de 2007 en referencia al oficio R-624-2007, dirigido al Rector Eugenio Trejos Benavides donde el Asesor Legal institucional consigna:

 “…Por su parte, el artículo 4 de la Convención, señala que, esta Convención beneficia a todos los trabajadores del Instituto, independientemente del lugar donde presten sus servicios y el tiempo de contrato que los ligue con el Instituto, siempre y cuando no estén regidos por convenios especiales con gobiernos extranjeros, o con instituciones nacionales o internacionales, en cuyo caso se les aplicará esta Convención en lo pertinente, tomando en cuenta la singularidad de su situación” (SCI-839-2008 del 26 de noviembre de 2008).

Como puede observarse, el criterio brindado por el mismo Lic. Segnini Villalobos, en su condición de Asesor Legal Institucional, sobre la cobertura de la Convención Colectiva se contrapone al criterio manifestado por la Sala 
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Constitucional, razón por la cual el criterio emitido por la oficina encargada de ejercer la función contralora de la legalidad institucional sobre este tema resulta inaplicable.       

En consecuencia, el Consejo Institucional considera que no es  de recibo el argumento utilizado por el Sr. Gerardo Meza de analizar la actuación del Director de la Asesoría Legal Institucional dentro del contexto de una norma que no aplica, queriendo con ello atenuar o agravar conductas que ni siquiera se amparan dentro del mismo marco normativo establecido por la Segunda Convención Colectiva de Trabajo y sus Reformas del Instituto Tecnológico de Costa Rica.

1. 2 El segundo argumento del concurrente
Respecto a este tema en su segunda objeción, referida a la forma de valorar las presuntas atenuantes y diferencias del delito de “Injurias y Calumnias” en los casos del Lic. Segnini Villalobos y de la Ing Vásquez Esquivel, el Sr. Gerardo Meza afirma lo siguiente lo siguiente:

 “…Aún cuando a ambos se les imputara en principio los cargos de injurias y calumnias, no eran del mismo tipo dado que solo en el caso de la profesora Vásquez se cumplían los presupuestos establecidos por la Convención Colectiva para el despido justificado.   Así la sanción máxima a que se exponía cada uno de ellos era claramente distinta en modalidad y en intensidad… 

Tampoco valoró el Consejo Institucional que las manifestaciones injuriosas o calumniosas emitidas en el seno de un Consejo de Escuela y que quedan consignadas en las Actas de éste…
El acuerdo de referencia denota la ausencia de una valoración clara del elemento de discriminación, obviando analizar si las distintas sanciones máximas aplicables a cada caso, son o no justificantes de actuaciones distintas”.

2.2 
Las consideraciones del Consejo Institucional respecto al segundo argumento del concurrente
En relación con la segunda objeción del Sr. Gerardo Meza, el Consejo Institucional considera que este argumento también es incorrecto ya que, si partimos de que “…A ambos se les imputara en principio los cargos de injurias y calumnias…”, como él mismo lo cita, es importante señalarle al Sr. Gerardo Meza que el delito penal como tal no hace diferencias entre personas.
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La norma penal parte de una estructura basada en el “Principio de Igualdad” para todos los habitantes de un Estado de Derecho.  Esta estructura tiene un presupuesto de hecho, ligado a una consecuencia jurídica o sanción.  Todas las normas penales tienen la misma estructura.  El presupuesto de hecho es el que proclama “…Ante unas circunstancias A-B-C-… se producirá esta  consecuencia jurídica…”.  Esta consecuencia es la sanción.

En el caso de la Sra. Vásquez Esquivel, un Tribunal de la República dijo que las circunstancias A-B-C de su caso particular, no reunían los requisitos del tipo penal de la Injuria y la Calumnia.  Por esta razón la absuelve de ese delito, dentro de un estadio en el que los Jueces están facultados para  atenuar o agravar conductas, ya que es una prerrogativa otorgada a la judicatura. 
Sin embargo, en el caso del Lic. Segnini  esto ni siquiera operó, a pesar de que éste no aceptó los cargos.

Por esta razón el Consejo Institucional considera que la argumentación empleada por el Sr. Gerardo Meza para justificar, atenuar o agravar una determinada conducta es inválida, no solo porque parte de un cuadro normativo y fáctico errado sino además porque es opuesto a lo preceptuado por el máximo Tribunal Constitucional.

3. Síntesis de la posición del Consejo Institucional respecto a la observación del concurrente

En relación con estas objeciones, el Consejo Institucional manifiesta lo siguiente:

a. La argumentación mediante la cual el Sr. Gerardo Meza pretende establecer diferencias entre los casos de la Ing. Vásquez Esquivel y el Lic. Segnini Villalobos basado en las disposiciones establecidas por la Convención Colectiva es inválida debido a que, por resolución de la Sala Constitucional, en ambos casos no se aplica la misma normativa ya que las convenciones colectivas no protegen entre otros, a los trabajadores o empleados de confianza.
b. El segundo argumento mediante el cual pretende establecer diferencias entre los casos basado en presuntos atenuantes y agravantes del delito de “Injurias y Calumnias” aplicables en ambas situaciones tampoco es de recibo debido a que la norma penal aplicable parte de una estructura basada en el “Principio de Igualdad” para todos los habitantes de un Estado de Derecho, razón por la cual no establece diferencias entre personas. 
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La norma penal aplicable tampoco diferencia cargos de autoridad ni minimiza o intensifica si la falta se cometió ante un Consejo de Escuela, o al interior de una comunicación privada que luego fue de dominio público, sino que parte  únicamente  a determinar si se presentan o no  los requisitos del tipo penal invocado y procede a dictar una sentencia absolutoria o condenatoria.  

VIII. Respecto a que ni la AIR ni su Directorio tienen potestades de derogar resoluciones en materia laboral

1. El argumento del concurrente
Afirma el Sr. Gerardo Meza en sus observaciones que “el Consejo Institucional podría haber incurrido en una violación al principio de legalidad, al tomar los acuerdos expresados en los puntos c.ii, c.iii, c.iv, en los cuales solicita al Directorio de la AIR”, en su orden, 

c.ii
“Interponer ante la Procuraduría General de la República la acción legal correspondiente a lo dispuesto por los artículos 173 y siguientes de la Ley General de Administración Pública, con el fin de enmendar la Resolución RR-191-2008”

c.iii
“Proceder a anular la resolución de dictado de acto final del procedimiento disciplinario de la Ing. Ivonne Vásquez Esquivel…”
c.iv
“Determinar si el Directorio de la AIR cuenta con la competencia necesaria y suficiente para anular las actuaciones contenidas en el procedimiento disciplinario 02-2007…”.

Esto por cuanto, en modalidad de presumible, podría incurrir en lo siguiente:
i. Desafía las competencias propias del Rector, pretendiendo que las mismas sean asumidas por el  Directorio de la AIR; 

ii. Ignora el principio de cosa juzgada al pretender que se anule la sanción que se impuso al Lic. Segnini y se reabra el procedimiento disciplinario en su contra; 

iii. Ignora las consecuencias del agotamiento de la vía administrativa que no es otra cosa sino concluir el análisis y valoración de un caso en sede administrativa de forma definitiva, sin que quepa contra el mismo otra opción que la discusión de los derechos en vía jurisdiccional; 

iv. Procura que el Directorio de la AIR asuma competencias que ni siquiera son propias de la Asamblea Institucional Representativa en pleno, la cual 
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no puede anular un acto administrativo firme como lo es la resolución final del procedimiento disciplinario 02-2007 sin violentar el principio de legalidad.

2. Consideraciones del Consejo Institucional respecto a lo argumentos del concurrente
a. La naturaleza de la materia (laboral vs administrativa) de los asuntos sometidos a consideración la Asamblea Institucional por parte del Consejo Institucional 

Respecto a este asunto, debe señalarse en primer lugar que el Consejo Institucional está plenamente de acuerdo en que el Rector agota la vía administrativa en materia laboral.

Sin embargo, es importante enfatizar que, si bien la problemática planteada por la denunciante tiene un origen que guarda afinidad estricta con la materia laboral, la impugnación planteada está orientada al procedimiento mediante el cual se analizó la causa, y por tanto la solicitud planteada por el Consejo Institucional al Directorio de la AIR, no corresponde a la materia laboral, sino a la materia de orden administrativo.

Como fundamento de esta afirmación conviene hacer referencia al  concepto de Procedimiento Administrativo entendido como como “…La secuencia ordenada de actuaciones que se siguen para la formación de la voluntad de la Administración Pública, expresada en decisiones, actos administrativos, sobre materias de su competencia…” (Ramírez Gronda. Juan D. Diccionario Jurídico. Editorial Claridad. Buenos Aires).

Esta precisión conceptual permite concluir que efectivamente la materia impugnada por la denunciante, no se encuentra dentro de la esfera laboral, materia que fue no solo agotada por el Rector sino además 
consumada en la práctica, sino en la esfera disciplinaria toda vez que la denuncia formalmente interpuesta incluye, entre otros, aspectos de justicia, de rendición de cuentas, de constitucionalidad, sobre todos los cuales la Asamblea Institucional por su condición de máxima autoridad institucional, cuenta con la competencia suficiente para analizar, juzgar y resolver, si así lo considera conveniente.
b. El control jerárquico por parte de la Asamblea Institucional sobre las actuaciones del Rector
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Es importante señalar que, conforme a nuestro Estatuto Orgánico, el Rector tiene superiores claramente establecidos.  Esto es, que el Rector no ejerce el agotamiento de la vía laboral sin control jerárquico.

Efectivamente, dentro de la jerarquía institucional, a la Asamblea Institucional le corresponde analizar y resolver sobre las actuaciones del Rector, facultad que es completamente legítima, ya que procede del Estatuto Orgánico el cual en su Artículo 5 señala que “…La máxima autoridad del Instituto Tecnológico de Costa Rica es la Asamblea Institucional, la cual funciona en dos instancias: la Asamblea Institucional Plebiscitaria y la Asamblea Institucional Representativa…”.

c. La capacidad de la Asamblea Institucional para llamar a rendición de cuentas al Rector 
En el asunto que nos ocupa, se debe señalar que conforme al artículo 11 del Estatuto Orgánico “…a la Asamblea Institucional Re​presentativa le corresponden las siguientes funciones… q- Llamar a rendición de cuentas a cualquiera de las instancias de la Institución cuando lo considere conveniente…”.

En relación con la importancia de la “rendición de cuentas” principio que se deriva de la reforma del artículo 11 de la Constitución Política, la Procuraduría General de la República en el criterio C-041-2007 del 14 de febrero de 2007, se ha manifestado de la siguiente manera:

La rendición de cuentas es “…una tendencia que ha adoptado el Estado costarricense, a partir de la reforma del artículo 11 de la Constitución Política, de complementar la legalidad con la eficacia y la eficiencia en la función pública, aspecto sobre el cual se afirmado: “La rendición de cuentas, a partir del enfoque sistemático que dispone la Constitución Política, consiste en la obligación a cargo de todo titular de competencias públicas de actuar apegado al ordenamiento jurídico, de ejercer en forma ética, económica, eficaz y eficiente sus competencias y de generar y proporcionar la información necesaria y suficiente para que su actividad se evaluada. Este concepto implica paralelamente la obligación, a cargo de terceros, de evaluar los resultados de dicha gestión, tomando en cuenta tanto el respeto de las disposiciones normativas aplicables como el cumplimiento de los objetivos y metas previamente establecidos…con la consecuente responsabilidad en caso de incumplimiento.” (SABORÍO VALVERDE, Rodolfo. Rendición de Cuentas en Costa Rica. Diagnóstico y Propuesta de Sistematización. San José: Editorial Juricentro, 2004, página 39)” 
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d. Las potestades y competencia de la Asamblea Institucional sobre el Rector derivadas de ser un órgano jerárquicamente superior 

Para aclarar los alcances de potestades y competencia de la Asamblea Institucional sobre el Rector es importante acudir al criterio C-217-2007 del 3 de julio de 2007 de la Procuraduría General de la República, el cual destaca lo siguiente: 
“…Resulta claro que el hecho de que la Administración se encuentre formada por una serie de órganos exige un mínimo de organización que defina sus competencias y establezca relaciones de cooperación entre ellos. El reparto de competencias entre cada uno de los órganos – centros de acción – que conforman la Administración Pública se realiza, en principio, a través del criterio jerárquico. Mediante la aplicación de la técnica jerárquica se somete a los órganos de la Administración al poder de mando y dirección de los órganos superiores, de tal suerte que la relación entre órganos inferiores y superiores, se caracteriza esencialmente por la subordinación. 
En el particular, es importante transcribir lo señalado por el tratadista MARTIN MATEO: 

“Especial importancia tiene para la organización y distribución competencial la jerarquía administrativa. La jerarquía administrativa no es otra cosa que la ordenación gradual y vertical de las competencias (...) 

Los caracteres de la jerarquía y las circunstancias que operan para que ésta tenga lugar, son los siguientes: 
A)
Se precisa la existencia de una pluralidad de órganos. Si existe un solo órgano, es claro que no podemos hablar de jerarquía; es necesario, pues, un conjunto de órganos que queremos ordenar escalonada y racionalmente. 

B)
Una identidad de cometidos y competencias en razón de la materia, común para todos los órganos, puesto que si cada uno de ellos tuviese cometidos distintos que no guardasen relación entre sí, el establecimiento de una jerarquía carecería de sentido. El hecho de que todos los órganos colaboren en unas actividades comunes y tengan unos objetivos idénticos hace viable y necesario el ordenarlos mediante el establecimiento de una jerarquía entre ellos. 
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C)
Estos órganos asumen responsabilidades específicas; hay, pues una división de trabajo y funciones, una subdivisión de cometidos entre los distintos órganos jerárquicos. 

D)
Los órganos jerarquizados, están subordinados unos a otros con arreglo a una escala que de mayor a menor (...) 
El establecimiento de la jerarquía es una técnica organizatoria cuya trascendencia más acusada es el mantenimiento de la unidad en el sistema orgánico, en las parcelas del obrar administrativo encomendadas a un conjunto de órganos. Con ello se consigue la unidad de dirección que permite a los órganos superiores dictar normas e instrucciones de obligado cumplimiento para los inferiores, orientar en casos concretos las conductas de los órganos inferiores, obligando a éstos por el deber de obediencia a acatar las órdenes y mandatos concretos de los órganos superiores, siempre que éstos obren de acuerdo con sus competencias y dentro de la legalidad. 

La jerarquía garantiza a los titulares de los puestos orgánicamente más elevados posibilidades de vigilancia de las actuaciones de los inferiores inspeccionando su conducta, haciendo efectivas las responsabilidades y resolviendo los recursos planteados frente a los actos de éstos órganos. Este último es el fundamento del recurso de alzada. El superior jerárquico conoce y resuelve de las reclamaciones presentadas frente a los actos y resoluciones del que está por debajo de él en la escala orgánica.”(RAMON MARTIN MATEO: Manual de Derecho Administrativo.  Instituto de Estudios de Administración Local.  Madrid.  1981, pp. 152-153) 

Efectivamente, el principio de jerarquía aplicado a las organizaciones públicas busca garantizar a los órganos superiores el poder de mantener la unidad de acción institucional y la facultad de dirigir la actividad de los órganos conforme con las políticas gubernamentales. En este sentido, señala ENTRENA CUESTA: 

“La más antigua de las técnicas seguidas en toda organización y, por ello, también, en la organización administrativa para reducir a unidad la multiplicidad de órganos en que se descompone es la establecer una ordenación de todos ellos en virtud de la cual, a través de una serie de relaciones de subordinación, e, inversamente, de supremacía, se hallan sometidos a quien se encuentra en la cúspide de la organización de que se trate. A este ordenación se le denomina jerárquica, y como consecuencia de ella los órganos superiores disponen de la facultad de dirigir, inspeccionar  y  ordenar  la  conducta  de  los  inferiores.” (RAFAEL 
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ENTRENA CUESTA:  Curso de Derecho Administrativo, Tecnos.   Madrid.  1988.  p. 82) 

En nuestro derecho positivo, los artículos 102 y 103 de la Ley General de la Administración Pública establecen las potestades que, en ocasión de la relación jerárquica, el órgano superior posee para dirigir la conducta de sus inferiores. Debe destacarse que entre los poderes del superior tenemos: 

a. La potestad de impartir órdenes particulares o dictar circulares sobre el modo en que se debe ejercer la función pública. Esto tomando en cuenta tanto criterios de oportunidad como de legalidad. 

b. La potestad de vigilancia sobre la actividad del inferior. Esta potestad de vigilancia abarca tanto criterios de oportunidad como de legalidad. 

c. La potestad disciplinaria. 

d. La potestad de revisar la actividad del inferior, ya sea de oficio o por recurso administrativo. 

e. La potestad de delegar funciones en   los órganos inferiores, pero también de avocarse el conocimiento de asuntos asignados al inferior. 

· La potestad de sustituir y suplir al inferior en sus funciones 

f. La potestad de resolver los conflictos de competencia entre inferiores. 

· La potestad de organizar el servicio del órgano…”  
Cabe señalar que todas estas potestades las puede y debe ejercer, de manera responsable, la Asamblea Institucional en su condición de órgano de máxima jerarquía institucional, ya que para la aplicación de estos efectos es que el Consejo Institucional se le solicitó al Directorio de la AIR, de manera totalmente válida, valorar la procedencia de aplicar el artículo 173 de la Ley General de la  Administración Pública.

e. Importancia de que las actuaciones del Rector puedan ser impugnadas y resueltas por la Asamblea Institucional y evitar con ello que tales actuaciones sean resueltas en los tribunales de forma innecesaria
Respecto a este tema es importante citar la posición de la Procuraduría General de la República del 6 de marzo de 2008 en el criterio C-066-2008 
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en aspectos que guardan conexidad con todo lo analizado en este apartado cuando esta señala:

“…Si bien es cierto, como se apuntó antes, que con el nuevo Código Procesal Contencioso Administrativo el agotamiento de la vía administrativa es facultativo, el legislador aún así, promueve que el asunto litigioso se resuelva en sede administrativa como gestión previa al arranque completo de la maquinaria judicial. Así se desprende de los párrafos 3 y 4 del citado artículo 31, para aquellos supuestos en que se acude directamente a la vía jurisdiccional sin haber agotado antes la vía administrativa, en los que se dispone como primera provisión del juez tramitador en el mismo auto que da traslado de la demanda, un plazo de ocho días hábiles para que el superior jerárquico supremo del órgano o la entidad respectiva, de acuerdo con las reglas del artículo 126 de la Ley General de la Administración Pública, confirme, modifique, anule, revoque o cese la conducta administrativa impugnada. 

Existe, entonces, un interés del legislador porque las actuaciones impugnadas sean resueltas en la medida de lo posible en la propia sede de la Administración involucrada y evitar con ello que ésta sea arrastrada a los tribunales de forma innecesaria, a tal punto que premia con la terminación del proceso en lo pertinente y con la exención de una eventual condenatoria en costas personales y procesales, si la Administración dentro del plazo anterior de ocho días resuelve de forma acorde con las pretensiones del recurrente (párrafo quinto del referido artículo 31 del Código Procesal Contencioso Administrativo)…” 

f. Respecto al llamado “principio de cosa juzgada”

Para el Consejo Institucional resulta totalmente claro que nadie puede ser sancionado dos veces por el mismo hecho.

Sin embargo, el Consejo Institucional también tiene claro que la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, tiene un ámbito de acción muy amplio, la cual entre otras disposiciones establece las siguientes:

Artículo 1. “… Naturaleza Jurídica: La Procuraduría General de la República es el órgano superior consultivo, técnico - jurídico, de la Administración Pública, y el representante legal del Estado en las materias propias de su competencia. Tiene independencia funcional y de criterio en el desempeño de sus atribuciones…”.

Artículo 3. Atribuciones ...
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b) Dar los informes, dictámenes, pronunciamientos y asesoramiento que, acerca de cuestiones jurídicas, le soliciten el Estado, los entes descentralizados, los demás organismos públicos y las empresas estatales. La Procuraduría podrá, de oficio, reconsiderar sus dictámenes y pronunciamientos.

ch) Poner en conocimiento de los jerarcas respectivos de la Administración Pública -haciendo las recomendaciones que estime convenientes- cualquier incorrección de los servidores públicos que encontrare en los procedimientos jurídico-administrativos, lo cual se hará por medio del Procurador General o del Procurador General Adjunto. …”.

Por esta razón, tanto en el acuerdo comentado por el Sr. Gerardo Meza, como en la respuesta al Recurso de aclaración y adición posteriormente interpuesto por la Ing. Ivonne Vázquez, el Consejo Institucional aprobó dos disposiciones:

a. Solicitó al Directorio de la AIR proceda a analizar la posibilidad de solicitar a la Procuraduría General de la República la acción legal correspondiente a lo dispuesto por los Artículos 173 y siguientes de la Ley General de la Administración Pública (Subinciso c.ii del acuerdo de la Sesión Ordinaria N° 2585, Artículo 10, del 06 de noviembre del 2008).

b. Remitió el caso del Lic. Segnini a la Rectoría para que este órgano valore las acciones necesarias que pudieran resolver los extremos tocantes a la responsabilidad administrativa generada con la presente denuncia (Inciso c del acuerdo de la Sesión Ordinaria N° 2588, Artículo 9, del 28 de noviembre del 2008).

3. Síntesis de la posición del Consejo Institucional respecto a la observación del concurrente
El Consejo Institucional no comparte ninguna de las afirmaciones planteadas por el Sr. Gerardo Meza en este apartado de su documento: 

a. En primer lugar, el Consejo Institucional no “desafía las competencias propias del Rector”, pretendiendo que las mismas sean asumidas por el  Directorio de la AIR.

En vez de ello, el Consejo   Institucional  pretende respetar la competencia que le otorga la normativa interna al Directorio de la AIR de ser el órgano “encargado    de   organizar  todos  los   aspectos   relacionados   con   el 
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funcionamiento de la AIR” en cumplimiento de lo cual le compete analizar y valorar si existen elementos suficientes para someter, a consideración de la AIR, una propuesta de solución respecto a la denuncia planteada, lo cual eventualmente pueda conllevar someter una propuesta de resolución de este asunto a la Asamblea Institucional Plebiscitaria.    

b. En segundo lugar, el Consejo Institucional no “ignora el principio de cosa juzgada”.
No obstante el Consejo Institucional, basado en la amplitud del ámbito de acción tanto de la Ley General de Administración Pública como de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, ha considerado prudente solicitar realizar las respectivas acciones, tanto al Directorio de la AIR como a la Rectoría, orientadas a corregir posibles fallas procedimentales que se pudieran haber producido en los casos bajo análisis.
c. En tercer lugar, el Consejo Institucional no “ignora las consecuencias del agotamiento de la vía administrativa”. En vez de ello, el acuerdo tomado por el Consejo Institucional refleja la aplicación de los siguientes principios:

i. Reconoce plenamente que el Rector agota la vía administrativa en materia laboral.  Adicionalmente fundamenta la decisión del Consejo Institucional de remitir el caso al Directorio de la AIR, basado en que a la Asamblea Institucional le corresponde resolver sobre materia de orden administrativo, no sobre la materia laboral.

ii. Reconoce en forma abierta que la Asamblea Institucional es el superior del Rector y, en consecuencia, le corresponde ejercer el control jerárquico sobre las actuaciones de dicho funcionario en el  ejercicio del agotamiento de la vía laboral.  

Lo anterior en el contexto de las facultades que le otorga el Estatuto Orgánico a la Asamblea Institucional para analizar y resolver sobre las actuaciones del Rector, dada su condición de “máxima autoridad del ITCR” (Artículo 5 del Estatuto Orgánico).
iii. Reivindica la capacidad de la Asamblea Institucional, que le otorga el Estatuto Orgánico, para llamar a rendición de cuentas al Rector, concepto entendido como “la obligación a cargo de todo titular de competencias públicas de actuar apegado al ordenamiento  jurídico, de ejercer en forma ética, económica, eficaz y eficiente sus competencias y de generar y proporcionar la información necesaria y suficiente para que su actividad se evaluada. Concepto que a la vez 
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iv. implica la obligación, a cargo de terceros, de evaluar los resultados de dicha gestión, tomando en cuenta tanto el respeto de las disposiciones normativas aplicables como el cumplimiento de los objetivos y metas previamente establecidos…con la consecuente responsabilidad en caso de incumplimiento.” 

v. Reconoce que las potestades y competencia que tiene la Asamblea Institucional sobre el Rector como consecuencia de ser un órgano jerárquicamente superior para  “dictar normas e instrucciones de obligado cumplimiento por parte del Rector en su condición de órgano inferior” el cual está obligado por el deber de obediencia a acatar las órdenes y mandatos concretos que emita la Asamblea Institucional en su condición de órgano superior, siempre que éstos obren de acuerdo con sus competencias y dentro de la legalidad. 
vi. Reconoce la importancia de que las actuaciones del Rector puedan ser impugnadas y resueltas por la Asamblea Institucional y evitar con ello que tales actuaciones sean resueltas en los tribunales de forma innecesaria
d. En cuarto lugar, el Consejo Institucional no “procura que el Directorio de la AIR asuma competencias que ni siquiera son propias de la AIR en pleno”.  Por el contrario, lo que el Consejo Institucional pretende es que el Directorio de la AIR, con el apoyo de la asesoría legal, cumpla las funciones que le otorgan el Estatuto Orgánico y el Reglamento de la AIR, en cuyo ejercicio debe analizar y valorar los alcances de la denuncia planteada y finalmente decidir si existen elementos suficientes para someter, a consideración de la Asamblea Institucional, una propuesta de resolución respecto a la denuncia planteada.

IX. Respecto a que la aceptación de los cargos así como los hechos de mera constatación hacen innecesario el desarrollo del Procedimiento Disciplinario

1. El argumento del concurrente
En lo que a este aspecto concierne, el Sr. Gerardo Meza cita la resolución N° 2002-2687 del 15 de marzo de 2002 de la Sala Constitucional consigna lo siguiente:  

“Encontrándonos ante un caso como el presente, en que la mera constatación de los hechos atribuidos al amparado basta para la imposición  de  la sanción  en  su  contra, la  garantía  constitucional   del 
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debido proceso se ve respetada al asegurar al funcionario la posibilidad de impugnar el acto disciplinario.”  

Continúa diciendo el Sr. Gerardo Meza que “la aceptación, por parte del Lic. Segnini …  nos enfrenta a un hecho de mera constatación”, razón por la cual “las declaraciones del Consejo Institucional (en los Considerandos 1, 3, 4, 5, 6, 7, 8, y 9) podrían eventualmente desatender las disposiciones de la Sala Constitucional”, las cuales tienen carácter vinculante.  
2. Consideraciones del Consejo Institucional respecto al argumento del concurrente
Efectivamente el voto N° 2002-2687 del 15 de marzo de 2002 de la Sala Constitucional consigna que “…La aceptación de los cargos así como los hechos de mera constatación hacen innecesario el desarrollo del Procedimiento Disciplinario…”.

Al respecto cabe señalar que el desarrollo del Procedimiento Disciplinario se hace innecesario, tal como lo manifiesta la Sala Constitucional, siempre y cuando se cumpla con el “requisito esencial y obligatorio” de la aceptación de los cargos, condición que no concurre en el caso que nos ocupa ya que el Lic. Segnini Villalobos no aceptó los cargos, hecho que al parecer ignora el Sr. Gerardo Meza.

Literalmente en la Resolución RR-191-2008 del 26 de agosto del 2008, el MSc. Eugenio Trejos Benavides manifiesta:
“…No acepta el Lic. Segnini que sus manifestaciones se enmarquen dentro del tipo de injurias, difamación ni calumnias establecido en el artículo 81.b del Código de Trabajo, literalmente reproducido en el artículo 82.b de la Segunda Convención Colectiva de Trabajo y sus Reformas, pues no existió ánimus injuriandi y se realizó en el marco de una comunicación privada que accidentalmente se remitió a personas no destinatarias del mismo. No acepta el Lic. Segnini haber cometido falta legalmente sancionable, pero reconoce que por ser el suyo un puesto de confianza del Rector, al haber puesto en riesgo la sana convivencia y la armonía entre personas e instancias institucionales, y al haberse puesto sus manifestaciones involuntariamente en conocimiento de las personas afectadas, está dispuesto a someterse a la sanción que el Rector considere necesaria como reproche moral, a fin de contribuir así al restablecimiento de las mencionadas armonía y sana convivencia institucionales. Acepta también no ser sometido al procedimiento ordinario a fin de aportar a la economía procesal y a la más pronta resolución de este asunto…”. 
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En consecuencia, al no darse la aceptación de cargos, lo que procede es abrir un “procedimiento ordinario”, el cual a su vez lleva implícito el requisito de aplicación del “debido proceso” con la finalidad de que la sanción no sea automática, a efecto de evitar caer en los problemas de constitucionalidad que ello acarrea.

Precisamente por estas razones es que “el texto del acuerdo de referencia es abundante en citas y datos sobre el “debido proceso”  tal y como lo menciona el Sr. Gerardo Meza, lo que también permite deducir que en opinión del Consejo Institucional no se está ante un caso de “hechos de mera constatación” condición que según la Sala Constitucional debe presentarse para que sea innecesario el desarrollo del Procedimiento Disciplinario. 
3. Síntesis de la posición del Consejo Institucional respecto a la observación del concurrente
Si bien la Sala Constitucional ha dispuesto que “…La aceptación de los cargos así como los hechos de mera constatación hacen innecesario el desarrollo del Procedimiento Disciplinario…”, tal disposición no aplica en el caso que nos ocupa, debido a que el Lic. Segnini Villalobos no aceptó los cargos. 
Precisamente, tal como lo ha señalado la Contraloría General de la República (Resolución de la Dirección General de Asuntos Jurídicos N° DGAJ-328-96-8 del 17 de noviembre de 1997), “Resulta evidente en relación con los principios de inocencia y debido proceso protegidos legal y constitucionalmente, que no cabe la imposición de medida sancionatoria alguna hasta tanto no se haya sustanciado formal procedimiento al funcionario para la determinación de cualquier tipo de responsabilidad a su cargo… (ya que) …puede incluso resultar una absolutaria de toda imputación de cargos, lo cual determinaría que no quepa la aplicación de sanción alguna…”
X. Respecto a la presunta incompetencia de la Asamblea Institucional para investigar las actuaciones de funcionarios distintos al Rector y a los miembros del Consejo Institucional
1. El argumento del concurrente
Señala el Sr. Gerardo Meza en sus observaciones que conforme al Estatuto Orgánico (Artículo 8, inciso c), “la Asamblea Institucional Plebiscitaria es competente para sancionar al Rector y a los miembros del Consejo Institucional, mas no al resto de las y los funcionarios del Instituto”.
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En consecuencia, dado que el Consejo Institucional en su acuerdo “solicita a la Asamblea Institucional o a su Directorio valorar si cabe investigar las actuaciones de funcionarios distintos al Rector”, ello “podría atentar contra la disposición de la Convención Colectiva que, en sus artículos 69 y 70, delega en los Directores de Departamento la realización de la investigación preliminar”.  

2. Consideraciones del Consejo Institucional respecto al argumento del concurrente
Tal como se señala en el acuerdo de Sesión Ordinaria N° 2588, Artículo 9, del 28 de noviembre del 2008, mediante el cual se da respuesta al “Recurso de adición y aclaración” interpuesto por la Ing. Ivonne Vázquez, en lo que a este tema respecta, el Consejo Institucional parte de las siguientes premisas:

a. La Asamblea Institucional, en sus dos instancias, es el superior jerárquico con potestades disciplinarias en materia laboral del Rector, esto bajo la perspectiva de la máxima legal que establece que “Quien nombra, remueve y ese disciplina”.

Desde esta perspectiva, tal como se ha indicado, a cada uno de los órganos de esta autoridad les corresponde lo siguiente:

i. Directorio de la AIR: 

· Analizar y valorar este caso, con el apoyo de la respectiva asesoría legal.
· Formular una propuesta de solución dirigida a la AIR, en caso de concluir que existen elementos suficientes para ello.

ii. Asamblea Institucional Representativa: 
· Analizar y resolver respecto a la propuesta base, y sus respectivas mociones, la cual podría conllevar la aprobación de una propuesta dirigida a la AIP para la resolución final de este asunto.

iii. Asamblea Institucional Plebiscitaria:
· Resolver respecto al asunto concreto que sea sometido a su conocimiento por parte de la AIR.

b. Asimismo, en cada uno de los demás funcionarios involucrados, fungen como superior jerárquico con potestades disciplinarias en materia laboral, diferentes autoridades laborales del Rector en adelante, todos los cuales pueden igualmente determinarse bajo la perspectiva de la máxima legal que establece “Quien nombra, remueve y ese disciplina”.
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Por esta razón, en el mencionado acuerdo de Sesión Ordinaria N° 2588, Artículo 9, del 28 de noviembre del 2008, el Consejo Institucional dispuso  remitir el análisis del caso del Rector al Directorio de la AIR y el del Asesor legal al Rector.

De forma similar, el caso de cualquier otro funcionario deberá remitirse a su correspondiente superior jerarca disciplinario en materia  laboral.
3. Síntesis de la posición del Consejo Institucional respecto a la observación del concurrente
El Consejo Institucional coincide con el Sr. Gerardo Meza en que a la Asamblea Institucional le corresponde investigar la actuación del Rector y de los miembros del Consejo Institucional pero no las actuaciones de otros funcionarios del Instituto.

Por esta razón, al dar respuesta al “Recurso de adición y aclaración” interpuesto por la Ing. Ivonne Vázquez,  hizo las correspondientes correcciones en las solicitudes de análisis de las responsabilidades laborales de otros funcionarios del Instituto.
b. Comunicar.  ACUERDO FIRME.
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